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Introducción

Nuestro país comienza a desandar una década difícil en la que la hegemonía de un pensamiento único ha dejado como saldo un panorama desolador. La Argentina de hoy es un país donde cerca de la mitad de los argentinos vive bajo la línea de pobreza, donde millones de niños que ingresan tempranamente al mercado de trabajo renuncian con ese acto a sus derechos fundamentales y, lo que es aún peor, donde la mayoría de la población ve como se restringe su posibilidad de acceder a servicios y a derechos, que deberían garantizarle un mañana mejor.

 Los datos que demuestran esta afirmación son contundentes: según los últimos datos del Indec
 la tasa de desocupación alcanza la cifra del 14.4 %; la de línea de pobreza es del 47,8 %, la de indigencia el 20,5 %. El Plan Jefes y Jefas de Hogar es la protagonista de esta baja importante respecto a otras mediciones de tasa de desempleo. Si aquellos "ocupados" que cobran un plan Jefes y Jefas fueran considerados como desocupados, evidentemente la tasa de desempleo sería mucho más alta. Por otro lado, si se tuviera en cuenta también la tasa de subocupación, que según las últimas mediciones asciende a la cifra del 15, 7 %, el panorama es mucho más desalentador.

La cantidad de personas situadas por debajo del umbral de la pobreza aumenta día a día como así también se acentúa la brecha entre los más ricos y los más pobres
. A esta realidad se le suma que siete de cada diez niños argentinos es pobre y que la mitad de los seis millones de niños es indigente. La velocidad, intensidad y simultaneidad con la que se dieron los fenómenos de desempleo, pobreza y exclusión social en la última década, representan un reto para el Estado y sus instituciones, en la búsqueda de respuestas y soluciones que permitan superar las graves condiciones de desigualdad existentes. A veinte años del regreso de la democracia, el número de promesas incumplidas sigue siendo inquietante.

Junto con el avance de estos procesos, esto es, con la consolidación de un modelo de sociedad que sólo encuentra justificación en ese grosero determinismo económico denominado neoliberalismo, contradictoriamente –o no tanto-, hemos asistido también a una nueva configuración de las políticas sociales. El argumento más repetido..., ampliado por instancias oficiales y oficialistas, apunta a ubicar “lo social” en un espacio acotado, a través de la elaboración e implementación de políticas sociales que tienden a abandonar las orientaciones colectivas y universales. Si nos situamos en el mediano y largo plazo, el papel de la política social ha sido y es en la actualidad –únicamente- amortiguar los “efectos no deseados” propios del modelo instalado durante los años noventa.

Todo indica que hoy en día nos encontramos con que la ciudadanía social sufre cada vez más ataques. No es casual, en este contexto, que en los recientes debates en el campo de las ciencias sociales el tema de la ciudadanía, la cuestión de los derechos en general, y de los derechos sociales en particular, hayan ganado ostensible fuerza persuasiva. Nos encontramos, por lo tanto, en un momento político y académico propicio para reflexionar acerca de ésta y otras cuestiones.

El presente trabajo pretende abordar el tema de la ciudadanía social con el objetivo de indagar las transformaciones que en la última década ha sufrido en nuestro país el modelo de reconocimiento de las necesidades sociales. El objetivo será dar cuenta de una interrupción del proceso de construcción de la ciudadanía social que afecta a una gran mayoría de nuestra población. 

Para dar cuenta de este hecho, en una primera parte, se plantea una caracterización de la forma de intervención estatal en el plano de las políticas sociales propias del Estado Social en nuestro país y de las transformaciones experimentadas en la década del noventa. Lo que pretendemos en este apartado es, por un lado, dar cuenta de la centralidad que ha tenido el empleo en la definición de la ciudadanía social, que convertía las necesidades sociales en derechos garantizados, colectivos y universales.

Nuestro propósito será destacar que, en su nueva configuración, el concepto de ciudadanía social se hace polémico, ya que con el abandono de políticas redistributivas se abandonan también las tareas que tradicionalmente se encontraban a cargo del Estado. Específicamente en el ámbito de los derechos sociales, se advierte un proceso de fragmentación e individualización; las políticas basadas en presupuestos universales son sustituidas por políticas de mínimos, para los sectores más vulnerables. El propósito implícito es destacar el carácter estructural que posee la política social en la configuración de la ciudadanía social, sosteniendo que la política social es esencial para entender el grado de funcionalidad del sistema y también -en tanto productora de sociedad- para distinguir las relaciones de desigualdad que se establecen entre los distintos actores sociales.

Por último, presentaremos los principales debates que hoy día se desarrollan en el plano internacional centradas en la búsqueda de políticas sociales alternativas al sistema de protección social actual. En este marco, señalaremos las líneas generales de la propuesta del Seguro de Empleo y Formación de la Central de los Trabajadores Argentinos (CTA), específicamente analizaremos más a profundidad dos de sus componentes: la Asignación Universal por Hijo y la Asignación Universal a Mayores sin cobertura previsional. 

2- Nuestro punto de partida: la ciudadanía social en la encrucijada

Podemos afirmar que la historia del concepto de ciudadanía y la historia política de las modernas sociedades occidentales son coetáneas, ya que la ciudadanía se encuentra estrechamente ligada a la incorporación de las principales características de las transformaciones políticas que experimenta, a lo largo del tiempo, el Estado en su relación con la Sociedad. La modalidad en que se establece dicha relación determina patrones diferenciados de incorporación de demandas sociales, que se reflejan en el establecimiento de patrones diferenciados de políticas sociales. 

La tipología clásica distingue tres etapas evolutivas en la incorporación de los derechos de ciudadanía: los derechos civiles (siglo XVIII), integrado por las capacidades de ejercicio de las libertades individuales y de propiedad; los derechos políticos (siglo XIX), compuesto por los recursos de participación democrática (el estatus político es de electores y elegidos); y los derechos sociales (siglo XX), garantizador de las aspiraciones al bienestar social. Respecto a este último, mas allá de las controversias existentes acerca de sus orígenes y de su compleja trayectoria histórica, el contexto sobre el que se construyó la ciudadanía social ha sido el de los Estados de Bienestar.

En Argentina, los derechos sociales se establecieron durante el período denominado Estado Social o Estado Intervencionista que se desarrolló hacia 1946. Durante ese periodo se establecieron un conjunto de instituciones de protección, siendo el empleo el principal mecanismo de integración social y de acceso a estos beneficios. 

Los ingresos suficientes para cubrir las necesidades y lograr capacidades de crecimiento lo proporcionaba el hecho de acceder a un puesto de trabajo, que consolidaba la base de pertenencia en la sociedad. El mercado de trabajo se constituía en el escenario por excelencia del contrato social y las necesidades colectivas se convertían en derechos sociales y económicos, universales y garantizados. 

Por un lado, existía una condición salarial sólida, que se encontraba respaldada por un derecho laboral -compuesto por un conjunto de normas de protección al empleo  y  modalidades de fijación de salarios a través de convenios colectivos de trabajo- que sustentaba los mecanismos de integración y permanencia en el mercado de trabajo. El Estado por su parte, garantizaba la cohesión social mediante instituciones de prevención del riesgo que generaban una red de mecanismos de seguridad social, a través de los cuales se cubrían la necesidad de todos aquellos que por diferentes motivos no participaban de la actividad económica. Dicho en otros términos, el Estado creaba a través de sus políticas sociales espacios desmercantilizados con efectos marcadamente redistributivos para el conjunto de la población.

Este sistema de protección social se configuró sobre dos pilares. Por un lado las políticas de previsión social (sistema de ayudas contributivas, de cobertura frente a contingencias patológicas y socioeconómicas, como por ejemplo obras sociales, asignaciones familiares, jubilaciones y pensiones) y las propiamente denominadas como políticas asistenciales (conjunto de programas no contributivos dirigidos a quienes no podían integrarse al mercado de trabajo: "los pobres y desvalidos"). Esta configuración comienza a manifestar los primeros indicios de agotamiento hacia mediados de la década del setenta.

La nueva matriz político-económica mercadocéntrica que se consolida a partir de Reforma del Estado, las políticas de estabilización y ajuste estructural aplicadas durante la década del noventa (liberalización económica, privatización de empresas estatales, desregulación del mercado de trabajo y descentralización de servicios sociales), políticas que fueron promovidas por los organismos multilaterales de crédito (FMI, Banco Mundial y BID) nucleados en lo que se conoce como Consenso de Washington y que adquieren un rol protagónico como financiadores y condicionantes del proceso desde afuera, pone en cuestionamiento la ampliación -o mejor dicho el mantenimiento- del marco institucional estatal sobre el que descansa la ciudadanía social. Asistimos en la actualidad, como hemos mencionado anteriormente, a un aumento de los riesgos y a un aumento de la desigualdad social. 

Podemos identificar dos cuestiones que simultáneamente han influido de manera determinante en estos procesos: la pérdida de la centralidad del trabajo como mecanismo de integración social y la implementación de un nuevo patrón de políticas sociales.
El problema central por el que atraviesa nuestro país es el creciente aumento del desempleo estructural. Las transformaciones que se vienen registrando en la economía nacional e internacional (el agotamiento del modelo de producción fordista como consecuencia del impacto de nuevas tecnologías; la internalización de la economía -la nacionalización y regionalización de los mercados-) traen como consecuencia transformaciones en el mundo del trabajo, cuyo aspecto más relevante es una doble disociación en lo que al proceso productivo se refiere: una ruptura de la relación entre producción y empleo (incremento del desempleo), y una ruptura entre empleo y renta (incremento del riesgo de origen económico que se transforma en riesgo de existencia). Numerosos economistas coinciden en afirmar que el desempleo permanecerá invariable en el tiempo ya que, partiendo de la tasa de desocupación sin planes vigente al momento actual la tendencia indica que en el 2014 (según resulte la evolución de la PEA) el desempleo rondará entre el 15.3% y el 18.6%; el final del actual gobierno (2007) evidenciaría tasas entre el 15.9% y el 16.9%. 

Sin embargo, el aumento de la desocupación fue solo el cambio más dramático en la situación ocupacional. Al mismo tiempo que se incrementaron los desocupados aumentó también el empleo informal, temporal y precario, como consecuencia de la Reforma Laboral y la flexibilización del mercado de trabajo. El empleo flexibilizado, sin entrar en profundizaciones teóricas, es un empleo inseguro e inestable, en el que los salarios y rentas personales se fijan y varían en función de cada empresa y de la productividad de cada trabajador. De ahí el efecto social de incremento de la desigualdad y de la regresividad remunerativa. Un solo dato que sirve para fundamentar esta afirmación: del conjunto total de  asalariados, que representan el 60 % del mercado de trabajo, sólo el 33% de éstos se encuentran registrados, es decir, sólo el 33% recibe aportes jubilatorios.

Podemos afirmar, por lo tanto, que el empleo no constituye en la actualidad una garantía suficiente para el acceso a una renta ni a la seguridad social. El desempleo pasa a ser contemplado como un riesgo específico, dejando a los individuos en una situación de desabrigo de las relaciones sociales particulares con la sociedad como un todo. El sistema de protección social, al estar diseñado para proteger a los trabajadores que quedaran excluidos por un breve período de tiempo, no alcanza a garantizar una renta mínima a todos los que la necesitan, a consecuencia del estrecho vinculo existente entre una actividad laboral y la concesión de prestaciones. Las mutaciones experimentadas en el mundo del trabajo ha desequilibrado el sistema de protección social: concebido para poder responder a niveles de desempleo relativamente bajos y apoyados en el modelo de familia estable que tiene como referencia al cabeza de familia masculino empleado, se encuentra imposibilitado a adaptarse a esta nueva y compleja realidad.

El empleo no sólo asegura la base material de la vida, sino también el reconocimiento social. De ahí el miedo, o mejor dicho el pánico de las personas el pensar en perderlo o en no poder encontrarlo ya que junto con el empleo no solo se nos va la fuente socialmente normalizada para participar de la riqueza: cuando el desempleo entra por la puerta, la ciudadanía social sale por la ventana. 

Simultáneamente a este proceso, asistimos a una nueva configuración de la política social. Frente a los postulados subyacentes al paradigma estadocéntrico previamente dominante de las políticas sociales (acceso universal y papel redistributivo del Estado), el nuevo paradigma que se consolidó a partir de los años noventa se orientó –casi exclusivamente- al desarrollo y promoción de la modalidad asistencial, a través de  "políticas de emergencia" que se convierten en una de las herramientas que el Estado utiliza para contener las protestas, el conflicto social y la legitimidad del sistema. No es casual esta nueva denominación: bajo la idea de emergencia se encubre en realidad una nueva forma de intervenir socialmente desde el Estado que poco tiene que ver con las estrategias del Estado de Bienestar.

El nuevo modelo de gestión emergente, fundamentado en criterios de eficiencia y racionalización del gasto, se basa, a grandes rasgos, en la gestión por proyectos (las políticas sociales adoptan como formato principal el proyecto o el programa que implica un marco acotado de elementos tangibles y claramente indentificables establecidos a partir de criterios técnicos); la focalización  (modalidad que el Estado implementa para garantizar un paquete mínimo de beneficios a los más necesitados, excluidos del sistema de protección tradicional); la descentralización (descentralización política y administrativa, fundamentadas en la necesidad de ampliar el proceso de democratización a través de la participación en la toma de decisiones de instancias subnacionales) y; las nuevas formas de financiamiento (incremento de participación privada y de organismos internacionales).

Sin embargo, más allá del cambio estructural en el mundo del trabajo, el modelo de gestión, las instituciones y programas sociales vigentes en la actualidad no han significado la completa sustitución del modelo que se fue conformando a partir de los años cuarenta, sino una serie de ajustes y de medidas de racionalización administrativa y financiera. Esta racionalización ha ido acompañada en ciertos casos de la creación de nuevos programas  y en otros de la reorientación de los preexistentes; específicamente, del desarrollo de programas focalizados destinados tan solo a combatir la pobreza. 

Llegado a este punto, se hace necesario reflexionar sobre el modo en que estas transformaciones han influido en modelo de reconocimiento de las necesidades sociales y en la noción de la ciudadanía social.

En el ámbito específico de los derechos sociales se advierte un proceso de reestructuración y redefinición. La ciudadanía social se desconstruye y fragmenta a una fórmula cada vez más compleja en la que se quiebran presupuestos de tipo universal para entrar en combinaciones particulares de derechos, cada vez más personalizados, diferenciados y localizados. 

El perfil que asumen las políticas sociales trae como consecuencia la pérdida los  derechos sociales básicos. Las políticas basadas en presupuestos universales son sustituidas por políticas de mínimos para los sectores más vulnerables, profundizando su estigmatización (las personas que reciben la ayuda social no es por su condición de ciudadanos sino que se los categoriza, por su condición de pobreza como “desocupados”, “pobres” o “indigentes”. Junto con el retiro de la universalidad, se retiran del campo de los derechos sociales muchos otros beneficios (la vivienda, la salud , la educación) que se transforman en bienes que hay que adquirir en el mercado. 

La reestructuración de la economía y las reformas del Estado agudizaron no solo la desigualdad social sino también la desigualdad política; muchas personas se encuentran en una desigual capacidad de acceso a las necesidades básicas y este hecho genera efectos políticos y culturales que impactan directamente sobre los derechos de ciudadanía, abriendo la posibilidad de prácticas clientelares. Los derechos ciudadanos se limitan a los derechos civiles individuales (el voto). La democracia, en tanto sistema de participación política de los ciudadanos y la política en tanto herramienta para la solución de los problemas y satisfacción de los intereses de la mayoría de la sociedad, pierde centralidad.

El antiguo modelo de ciudadanía social, basado en el reconocimiento y acceso a los derechos sociales básicos es el que está en crisis. En este escenario, la actuación del Estado en materia de política social se constituye en el elemento fundamental en la articulación e intermediación del orden social.
Henos aquí con el problema de la búsquedas de respuestas alternativas ante las nuevas demandas y requerimientos de los colectivos más desfavorecidos.

3 - La urgencia por un cambio de sentido: la ciudadana social en el debate

Si en los años de mayor esplendor del Estado Social poseer un trabajo significaba para una persona y su familia tener un ingreso y una red de seguridad que les permitía plena integración e identidad social, hoy parece que el trabajo más que integrar sirve para todo lo contrario. Como hemos mencionado anteriormente, el empleo y su correlativo derecho entendido en términos salariales, crea dualidades y en consecuencia, origina fenómenos de exclusión. Personas que se encuentran definitivamente fuera del mercado laboral, personas que consiguen un empleo precario o temporario (lo que significa que entran y salen, carecen de obra social, no aportan para su futura jubilación; y por lo tanto también sus familias, sus hijos e hijas se encuentran en similar situación). El actual sistema está profundizando, paradójicamente, la distancia entre aquellos que pueden acceder a la protección social, porque tienen un empleo formal y estable, y los que quedan afuera. 

Por lo tanto, las preguntas que nos debemos hacer y sobre las cuáles deberíamos reflexionar son: El empleo y el estatus de trabajador debe seguir siendo la única vía de acceso a la protección y a la seguridad social? Qué sucede con aquellas personas (y con sus familias) que conseguir un empleo formal que garantice su seguridad se vuelve un hecho imposible?  Hay que "ganarse" el derecho a la subsistencia? 

En los últimos años diversas alternativas para enfrentar los problemas que provoca el fenómeno del desempleo vienen siendo tema de debate en el plano internacional. En los países desarrollados, particularmente en Europa, se han instalado en el debate público propuestas que defienden, en algunos casos, una reforma radical de los actuales sistemas de protección social y otros, que proponen solo reformas parciales de diferente alcance. En este campo podemos identificar aquellas políticas que se engloban como "políticas de sostenimiento de ingresos", propuestas y discutidas bajo distintos nombres: ingreso mínimo, ingreso ciudadano, ingreso social, ingreso básico, renta mínima, renta mínima de inserción, por nombrar solo algunos. 

La idea de implementar una renta mínima, una asignación, subsidio, o ingreso universal, ha sido defendida por autores de inspiración ideológica diversa. La base común es que todas se refieren a un arreglo institucional que garantiza un ingreso a toda persona residente en un territorio, en forma individual. Sin embargo, las diferencias se hacen sustanciales cuando se comparan las lógicas subyacentes (si son redistributivas o no), condiciones de asignación, montos y tiempos de duración de la asignación. 

La mayoría de las propuestas suelen discurrir en torno a la articulación entre el mercado de trabajo (regulación y modalidad de funcionamiento) y la modalidad de intervención del Estado en la nueva cuestión social (las políticas sociales) para poder establecer cuál es la más conveniente para adoptar de cara al futuro. A grandes rasgos, estas propuestas pueden ser englobadas en tres corrientes.
En primer lugar, la posición del liberalismo clásico, que propone la retirada del Estado de Bienestar y la desrregulación del mercado de trabajo. La protección social se limitaría a garantizar un ingreso monetario único, dejando a los ciudadanos en relación directa con el mercado para atender sus necesidades básicas, asegurando de esta manera el libre funcionamiento del mercado de trabajo, sin regulación del Estado. Dentro de esta posición podemos incluir la propuesta del Impuesto Negativo de Milton Friedman y la del Ingreso Ciudadano de Philippe Van Parijs, reconociendo las importantes diferencias existentes entre ellas.

En segundo lugar, encontramos aquellas posiciones más conservadoras que promueven políticas laborales activas para evitar las desviaciones de la flexibilidad laboral y centrando las actuaciones en los colectivos con mayores problemas de empleabilidad, manteniendo las políticas sociales del Estado de Bienestar. Desde esta perspectiva se debería reestablecer el modelo fordista, rearticulando el estatus de trabajador.  

Una tercera postura que si bien rechazan la solución liberal sostienen la imposibilidad de volver al pasado y la necesidad de pensar alternativas que asuman los nuevos desafíos planteados a partir de la crisis de los Estados de Bienestar: la flexiseguridad, esto es, conciliar a partir de implementación de políticas sociales la flexibilidad del sistema productivo y la seguridad de los individuos.

Respecto a esta última, podemos identificar dos maneras de llevarlo a cabo: 

Por un lado, un modelo de ¨Estado Social Patrimonial¨ que concede importancia al individuo definido a partir de atributos, que le permiten o no entrar en el mercado de trabajo. Las políticas sociales, desde este punto de vista, se pueden englobar en el marco del denominado workfare, es decir, políticas sociales que se implementan a partir de la lógica de la contraprestación, de derechos y obligaciones. 

Otra postura, el ¨Estado Social Post-Beveridge¨, considera al individuo como persona con capacidades; las políticas sociales se basan en el estatus de ciudadano y no únicamente en el de trabajador (trabajador-ciudadano). Posee una marcada lógica universalista y el eje central en la política social es, por un lado, asegurar la continuidad de los derechos de los ciudadanos y por otro, poder brindar seguridad a las trayectorias laborales constantemente cambiantes transfiriendo los derechos del estatuto del empleo a la persona del trabajador e implementando políticas en donde predomine el componente de formación en su sentido más amplio. 

Muchas de estas proposiciones han llegado a transformarse en experiencias concretas. Sabemos que las políticas sociales se desarrollan y adquieren significación en un determinado contexto histórico y socioeconómico. Esta afirmación nos hace sospechar que, como el principal lugar de discusión ha tenido origen en los países desarrollados, éstas serían poco viables de ser aplicadas en nuestro país por tratarse de soluciones pensadas para países de sociedades opulentas, en donde existen redes de seguridad mas extendidas y menor grado de desigualdad social. Sin embargo, consideramos relevante destacarlas porque creemos que un conocimiento de las diferentes posiciones para reformar el sistema de protección social alimenta y enriquece nuestros debates, como así también nos ayuda a poder identificar principios similares en muchas de nuestras propias propuestas y programas sociales. 

Por ejemplo, actualmente los planes sociales del gobierno no son universales, existiendo una estrecha vinculación entre el derecho a percibir un ingreso y el deber de realizar una contraprestación laboral. El plan social más importante y de mayor cobertura en la actualidad -el Plan Jefes y Jefas de Hogar- es claramente una política de workfare ya que otorga una ayuda económica a jefes y jefas desocupados de hogares pobres, el monto que reciben es de 150 pesos por mes (que no alcanzan a cubrir las necesidades mínimas) a cambio de una contraprestación laboral de veinte horas semanales. Si bien no negamos que constituye un avance en relación a las políticas sociales neoliberales implementadas en la década del noventa, no representa una reforma profunda y estructural. Todavía estamos muy lejos de solucionar el problema de la desigualdad social.

Porque el principal problema que agudiza y profundiza la desigualdad social en la Argentina, más allá del desempleo, es la ausencia de políticas redistributivas. Si bien el reparto de los ingresos siempre fue desigual, nunca como ahora llegó a semejantes desniveles; la concentración del ingreso ha aumentado significativamente en la última década. Ningún modelo ni política social podrían ser efectivos para combatirla, si además de políticas asistencialistas no se implementan políticas universales y medidas económicas globales que prioricen una verdadera redistribucíón estructural del ingreso.

4 - Redistribución y universalidad para combatir la desigualdad social: 

la Asignación Universal a Menores y Mayores 

Precisamente, con la finalidad de aportar una solución para superar la crisis de nuestra sociedad es que surge la propuesta de la Central de los Trabajadores Argentinas (CTA): el Seguro de Empleo y Formación y Asignación Universal por Hijo, que propone avanzar en la construcción de bases para que las políticas públicas atiendan las demandas sociales basándose en un modelo de ciudadanía que recupere formas más inclusivas de organización social, incluyendo en sus fundamentos conceptos de redistribución, autonomía y democratización social.

La propuesta consiste en realizar un shock redistributivo en la economía de mercado e implementar un programa renta mínima, el cual además de impactar  sobre la economía, también lo haría sobre los tipos de inversión, el patrón productivo, y las formas de intervención estatal. El objetivo principal es que ningún hogar quede por debajo de la línea de pobreza y que todo ciudadano pueda acceder al mejor nivel de protección social. En el análisis que realiza la central obrera, la política social se convierte en el pilar fundamental en la modificación de la matriz distributiva como una estrategia para reinstalar el principio universal de los derechos sociales: el acceso a la ciudadanía social está dado por la condición de ser ciudadano y no por el lugar que se ocupe en el mercado laboral. Las acciones concretas que se propone para avanzar en este sentido son:

· Implementar un Seguro de Empleo y Formación para todos los jefes de hogar desocupados, cuyo valor se fija en relación al nivel de ingresos que establece la línea de pobreza establecida por el INDEC.

· Garantizar el uso de los recursos fiscales disponibles para promover de manera inmediata una asignación universal para todos los menores de 18 años y generalizar la ayuda escolar obligatoria.

· Establecer una asignación universal para todos los mayores de 65 años sin cobertura previsional con valores equivalentes al haber mínimo jubilatorio.

A continuación, nos proponemos profundizar el análisis en dos de estas propuestas que ya se han convertido en proyectos de ley: la Asignación Universal a Menores y la Asignación Universal a Mayores sin cobertura previsional. 

El Proyecto de Ley de creación del Programa "Asignación Universal para los menores"
 tiene por objetivo la implementación de una renta mínima a todos los menores de edad. Se enmarca en una estrategia de universalizar los derechos de los niños y niñas, quienes constituyen el grupo social más vulnerable y más afectado por la pobreza (representan el 54% del total de la población y el 70% del universo de los menores). Esto se debe a que su estatus legal y su falta de desarrollo los hace dependientes de sus padres o de otros adultos, por lo que no son ajenos a los influjos de los factores económicos y sociales que afectan a sus familias. Un gran porcentaje de ellos, debido a su incorporación temprana al mercado de trabajo, abandonan la escuela, situación que acentúa la desigualdad de oportunidades para el futuro.

 El mismo establece:

a) una Asignación de $40 mensuales para todos los menores de 18 años, ciudadanos argentinos que no reciben ninguna prestación.

b) una Asignación de $ 130 por ayuda escolar anual para todos los menores entre 6 y 18 años, que concurran regularmente a establecimientos escolares. 

El organismo estatal encargado de su ejecución sería la Administración Nacional de la Seguridad Social y el monto a financiar para llevar a cabo estas  dos medidas sería de $7.274.759.970, que se obtendrían a partir de la modificación del la Ley 25.827 del Presupuesto General de la Administración Nacional, a partir de la constatación de la disponibilidad de mayores recursos estimados para el año 2004 y utilizando el monto asignado hasta la actualidad para las Asignaciones Familiares.

El Programa tiene como objetivo, además de asegurar un ingreso monetario por hijo a las familias empobrecidas, garantizar el acceso universal al sistema de salud y educación estatal. Esto seria posible ya que el pago del mismo se realizaría en las instituciones de salud (para los niños en edad preescolar, previo control de vacunación y sostenimiento sanitario del niño) y en las escuelas (para aquellos que concurran a establecimientos de enseñanza inicial, general básica y polimodal)

Por su parte, el Proyecto de creación de la Jubilación Ordinaria Universal
 tiene como objetivo otorgar un ingreso monetario (igual al haber mínimo) a todos los ciudadanos argentinos mayores de 65 años que, sin prueba ni declaración de pobreza y con independencia de la situación patrimonial cónyuge o de parientes, no cumpliera con los requisitos para poder acceder a la jubilación por el sistema público de reparto. Se enmarca dentro de la búsqueda de una estrategia de cobertura universal en el área previsional para reformar el  Sistema de Seguridad Social que hoy se encuentra en crisis como consecuencia de la disminución de los salarios y el descenso del número de aportantes en el sistema
.

El proyecto establece, asimismo, dos medidas de efectos redistributivos para financiarlo: incrementar los aportes patronales y disolver el Régimen Privado de Fondos de Pensión (AFJP) y reapropiar para la Seguridad Social Pública los aportes de los trabajadores activos. 

Si se observan estas propuestas en el contexto de los programas que actualmente se implementan en nuestro país, resulta evidente que la diferencia se encuentra en que estamos ante dos propuestas con criterios y mecanismos estructurados sobre dos pilares: la universalidad y la redistribución. De aquí se derivan una serie de dimensiones que implican tanto una concepción del problema de la pobreza y la desigualdad social como del modo de combatirla:

· Es un mecanismo de redistribución: la asignación a menores y mayores contribuyen significativamente a redistribuir la renta más equitativamente, especialmente mejorando los ingresos de las familias más pobres de la población, hoy excluidos de todo tipo de protección social.

· Es una propuesta que garantiza la seguridad económica : la asignación universal, el monto correspondiente a asignar, supone un colchón económico que permite al ciudadano garantizar un mínimo de dignidad.

· Contribuye a luchar por la igualdad: la implementación de una renta mínima a la niñez cortaría el proceso de transferencia generacional de la pobreza, a la vez que garantizaría a todos los niños del país el ejercicio de una plena ciudadanía.

· Garantiza acceso universal a la salud y a la educación

· Contribuye a eliminar los estigmas sociales:  permitiría eliminar el estigma de la pobreza, y el estigma de la marginación, ayudando a afrontar la problemática 

· Facilita el desarrollo de la autonomía real de decisión de las personas, con independencia de su opción de vida.

· La Asignación Universal se convierte en sí misma en el pilar del nuevo sistema de protección social, nuevo en el sentido que el derecho al acceso a las prestaciones y a los beneficios pasan a basarse en el concepto de ciudadano y no únicamente en la  condición de trabajador.
Por último, los fundamentos presentados demuestran que ambas propuestas están a favor de que las políticas sociales se inscriban en el marco más general de una política económica diferente, capaz de intervenir con criterios mas solidarios sobre el conjunto de la población, más allá de ser trabajadores o no. Sólo en base a políticas públicas que garanticen un ingreso mínimo para los hogares en situación de pobreza e indigencia, es que intervendremos efectivamente sobre el cuadro distributivo actual. La instrumentación de una asignación universal para menores y mayores, constituyen políticas sociales centrales para ir en esa dirección. 

5 -Conclusiones 

Hemos repasado a lo largo de este trabajo los principales problemas sociales por los que transita la sociedad argentina. Particularmente, al menos parte de éstos, son el resultado de procesos y transformaciones que se vienen desarrollando en el plano de la economía nacional e internacional. El progresivo empobrecimiento y exclusión social de amplios sectores en nuestro país aparecen como las consecuencias más evidentes de las políticas económicas neoliberales aplicadas en la década del noventa, como así también por las transformaciones experimentadas en el mundo del trabajo y en la nueva modalidad que adquieren las políticas sociales. Procesos que, conjuntamente, influyeron en la actual negación de la ciudadanía social, es decir, en la ausencia del reconocimiento y acceso de los derechos sociales.

Ahora bien, en este trabajo me interrogué acerca de si era posible seguir vinculando el bienestar, la protección y la seguridad de las personas únicamente con el hecho de poseer un empleo. Tomando la constatación que las actuales formas de protección social no se adaptan a la nueva realidad social, sostuvimos la necesidad de redefinir una nueva forma de intervención del Estado en la vida económica y en la vida social. Por eso, hemos explicado las alternativas que hoy se debaten y analizan dirigidas a poder solucionar el problema de la exclusión y la desigualdad. Quisimos señalar que algunas de las propuestas, incluso, no sólo son redefiniciones parciales sino que representan modificaciones estructurales del actual sistema. 

Desde nuestra concepción, hemos querido demostrar que más allá de su plasmación en el derecho positivo, la ciudadanía puede ser considerada como un  estatus que se conforma a partir de la posibilidad de acceder a los recursos básicos y a los ingresos necesarios para garantizar igualdad de oportunidades. En este sentido resaltamos que la universalidad en el acceso de estos recursos, constituye una condición necesaria para lograr el bienestar básico y la libertad de las personas. 

Frente a las posiciones críticas defendemos la dignidad y la vida de las personas, que, antes que antes que trabajadoras, son ciudadanas. No es posible hacer depender los derechos sociales del funcionamiento del mercado. Debemos recuperar el contenido de la ciudadanía social. Pero hay que recuperarlo en la práctica. Y en la práctica, el ejercicio de la ciudadanía pasa por el acceso a los recursos necesarios para poder vivir con la mayor libertad posible. De ahí la reivindicación, la necesidad de implementar una renta mínima.
En esta dirección, y rechazando de plano el supuesto que para salir de la crisis actual sólo existe una única salida, debe ser vista la propuesta del Seguro de Empleo y Formación, Asignación Universal por Hijo y Asignación Universal para los Mayores, ya que se trata de una alternativa de intervención social que tiene como objetivo reinstalar los derechos de ciudadanía y el derecho a la vida digna.  Su implementación implicaría para la política social salir de la lógica puramente compensatoria y asistencialista que la caracteriza en la actualidad y una reorientación hacia una lógica de reproducción ampliada de la vida humana. En este sentido, la Asignación Universal a Menores y Mayores se constituyen como una expresión y un medio para garantizar el derecho a la existencia.

Sostuvimos también que, sin lugar a dudas, la clave de este futuro modelo alternativo tendrá que ser la redistribución de la riqueza. No hay posibilidades a largo plazo de mejorar la calidad de vida de la población sin expandir a toda la sociedad, la riqueza que hoy se encuentra fuertemente concentrada. La definición de objetivos, estrategias e instrumentos de la política social deberá estar encauzada para lograr la materialización de las condiciones objetivas que hagan posible que, a los frutos del crecimiento, acceda la sociedad en su conjunto. 

Desde nuestra concepción, para que esto sea posible, es necesario desmontar la lógica de dominación, generando transformaciones en la estructura del poder económico y político, reafirmando los principios de la igualdad de oportunidades y la defensa de los derechos humanos. 

La clave puesta en el eje de la distribución nos lleva a una discusión política mucho más amplia. No es posible distribuir en un país que no puede autogobernarse. Por lo tanto, ser capaz de replantear la distribución en la sociedad exige afirmar la soberanía nacional, consolidando un proyecto productivo de carácter nacional. Asimismo, es necesario democratizar a fondo la sociedad. En ultima instancia, la búsqueda está íntimamente ligada con acciones del Estado que recupere la soberanía económica y política perdida, que permita reconstruir una sociedad mas justa y solidaria. 
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� Fuente: INDEC. Encuesta Permanente de Hogares, último trimestre de 2003 y primer trimestre de 2004.


� En la Capital y en el Gran Buenos Aires, por ejemplo, el 10 por ciento de la población se queda con el 44,5 por ciento de la riqueza y mantiene una distancia de 50 veces con el sector más pobre. 





� EXP-DIP: 0403-D-04, fecha de presentación el 8/3/2004. Título: Modificación de la Ley 25827, del Presupuesto General de la Administración Pública para el año 2004 con el objetivo de instalar una asignación universal para los menores de 18 años y universalizar la ayuda escolar anual. Sumario: Modificación de los artículos 1 y 2, incorporación del artículo 31 bis (creación del Programa 21, denominado Asignación Universal para los Menores). Firmante: Dip. Lozano, Claudio (Emancipación y Justicia-Cap.Federal). Cofirmantes: Dip. Basteiro, Ariel (Ari-Bs.As), Dip. Cafiero, Mario (Sob.Popular-Bs.As), Dip. Castro, Alicia (Fte. Para el Cambio-Bs.As), Dip. Gonzalez, América (Ari-Cap.Federal), Dip. Jarque, Margarita (Encuentro-Bs.As), Dip. Maffei, Marta (Ari-Bs.As), Dip. Piccinini, Alberto (Ari-Sta.Fe) y Dip. Rivas, Jorge (PS-Bs.As).


� EXP-DIP: 3113-D-2004, presentado el 1 junio 2004. Sumario: Jubilación Universal e incremento del haber mínimo sobre la base de disolver el régimen privado de fondos de pensión y restituir las constribuciones patronales a los niveles vigentes de 1993. Firmante: Dip. Lozano, Claudio (Emancipación y Justicia-Cap.Federal). 


� Se suma como factor determinante en la crisis de sustentabilidad del sistema la reducción del porcentaje de aportes que se aplican sobre el salario (hoy es del 33% mientras que en la década pasada era del 50%)
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